PROYECTO DE COMUNICACIÓN    

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Secretaría de Estado de Trabajo y Seguridad Social informe, y proporcione la documentación respaldatoria, sobre los siguientes aspectos vinculados al cobro de beneficios por jubilados y pensionados simultáneamente con el desempeño de cargos públicos rentados nacionales, provinciales y municipales:

a) Nómina de personas que han comunicado la asunción de cargos públicos y solicitado la suspensión de la percepción de los beneficios provisionales.
b) Nómina de personas detectadas que no han comunicado la asunción de cargos públicos rentados, y han continuado con la percepción de los beneficios provisionales. Indicar período de cobro y montos percibidos en el mismo.

c) Acciones administrativas y/o judiciales impulsadas por la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia a efectos de obtener el reintegro de las sumas percibidas indebidamente para los casos citados en b). Intereses resarcitorios y/o punitorios aplicados en el cálculo de las sumas a restituir.

d) Indicar si en estos casos han tenido intervención las áreas legales de la Secretaría de Estado, de la Caja de Jubilaciones y Pensiones y de la Fiscalía de Estado, adjuntando en su caso copia de lo despachos producidos.
e) Nómina de personas que han reintegrado las sumas percibidas indebidamente en virtud de la situación antes expuesta indicando la forma en que han reintegrado el dinero.

f) Nómina de personas a las que se les ha reclamado lo cobrado indebidamente y que no han satisfecho la demanda. Indicar la situación en cada caso. 

Señor Presidente:

El presente pedido de informes obedece a la necesidad de llevar claridad sobre numerosos casos de jubilados y pensionados que el ser designados en cargos públicos han continuado con la percepción de sus beneficios provisionales por falta de comunicación de la nueva situación al organismo pagador.

Suponer que la continuidad en el cobro se debió a una omisión involuntaria en la comunicación o a un olvido de la existencia de incompatibilidad entre ambas situaciones es poco probable y creíble, más aún cuando estos “olvidos” no fueron tales a la hora del cobro.
De ello se deduce que nos encontramos ante hechos graves con perjuicios económicos para el Estado Provincial.

Hemos tomado conocimiento que han sido muchos los casos de apropiación indebida de beneficios que se han detectado, algunos de ellos han reintegrado las sumas percibidas y otros no, y como es obvio, se desconocen aquellos casos en que hayan podido evadir los controles instrumentados por la administración de la Caja para su detección.

A esta situación, suficientemente grave por si misma, se suman algunos hechos que hacen suponer una excesiva permisividad, complicidad o ejercicio de la “politiquería” por parte de la administración de la Caja.

No se han formalizado los reclamos en todos los casos detectados; se han priorizado los reclamos en los casos en que los involucrados pertenecen a sectores políticos opositores al oficialismo y no se facilita el acceso a la información sobre la totalidad de la situación aún a los legisladores que integran el Gobierno de la Provincia.
Tenemos la convicción de que todas las personas que han incurrido en estas conductas indeseables merecen el mismo tratamiento y eventualmente las sanciones que la legislación vigente establezca.

Pensar en tratamientos diferenciados para “amigos”, “correligionarios”, “compañeros”, etc. es degradar la sana política y lesionar los Partidos Políticos que contienen a los infractores, trasladando las responsabilidades por las conductas personales de los involucrados a las instituciones partidarias.

Creemos que la aplicación de estros criterios a los casos que nos ocupan es al menos errónea, y también que la sociedad debe conocer a quienes  se han involucrado por propia decisión en estas conductas.

Por las razones expuestas solicitamos a los Señores Diputados la aprobación del presente proyecto.

